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era patente, también fue desconocido por la Audiencia
Provincial, a pesar de ser mencionado en el escrito de
impugnación de la contraparte, dictándose Sentencia
que no entró a considerar siquiera las razones expuestas
por el recurrente, al apreciar un total incumplimiento
de los requisitos procesales establecidos para la forma-
lización del recurso. Todo ello ha provocado que los pode-
res públicos no hayan cumplido con sus obligaciones
al respecto. Está claro que también se ha producido una
real y efectiva situación de indefensión material, con
menoscabo del derecho de defensa del recurrente. Aun-
que se partiera de la innecesariedad, en el proceso sobre
faltas, de la intervención de Letrado dada su no pre-
ceptividad, ello no priva al justiciable del derecho a la
defensa y a la asistencia letrada desde el momento en
que, según hemos tenido ocasión de afirmar, la auto-
defensa ejercitada por aquél a quien se niega el derecho
se manifiesta incapaz de compensar la ausencia de Abo-
gado, máxime cuando la denunciante-apelada estuvo
asistida por Letrado en la tramitación de la apelación
ante la Audiencia Provincial. Resulta claro, por ello, que
se produjo una vulneración del derecho del demandante
de amparo a la tutela judicial efectiva, en tanto en cuanto
no se preservó su derecho a la defensa y asistencia letra-
da (art. 24.2 CE), que había solicitado en tiempo y forma.

Lo expuesto conduce derechamente a la estimación
de la demanda de amparo. La reparación de la lesión
comporta, junto a la anulación de la Sentencia dictada
en apelación por la Audiencia Provincial de Santa Cruz
de Tenerife (Sección Segunda), y como necesaria y lógica
consecuencia de tal invalidez, la anulación también de
la providencia de 11 de diciembre de 1997 del Juzgado
de Instrucción núm. 2 de La Orotava, por la que se tuvo
por interpuesto en tiempo y forma recurso de apelación
contra la Sentencia condenatoria de dicho Juzgado, ini-
ciando el trámite de la segunda instancia sin atender
la solicitud del condenado-apelante Sr. Valero Sánchez
de que se le designase, para formalizar su recurso de
apelación, Letrado del turno de oficio, dada su carencia
de suficientes medios económicos para sufragar los gas-
tos derivados de un Abogado de su libre elección.

La determinación, por ello, de la retroacción de actua-
ciones procesales ha de tomar, como punto de referencia
temporal, el de la adopción de la mencionada providen-
cia, a fin de que sea sustituida por la correspondiente
resolución judicial que dé oportuna respuesta a la soli-
citud de designación de Abogado de oficio para inter-
poner el recurso de apelación contra la sentencia con-
denatoria del demandante de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Juan José Valero
Sánchez y, en consecuencia:

1.o Reconocer al demandante de amparo su dere-
cho a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de derecho
a la defensa y a la asistencia letrada (arts. 24.1 y 2 CE).

2.o Anular la Sentencia de 13 de marzo de 1998,
dictada por la Sección Segunda de la Audiencia Pro-
vincial de Santa Cruz de Tenerife, en apelación del juicio
de faltas 17/97, así como la providencia de 11 de diciem-
bre de 1997 del Juzgado de Instrucción núm. 2 de La
Orotava.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
oportuno, a fin de que por el mencionado Juzgado de

Instrucción se dicte la resolución pertinente, en susti-
tución de la anulada, para sustanciar la solicitud de asis-
tencia jurídica gratuita formulada por el demandante de
amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veinticinco de noviembre de dos
mil dos.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo
García Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier
Delgado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Firma-
do y rubricado.

24802 Sala Segunda. Sentencia 216/2002, de 25
de noviembre de 2002. Recurso de amparo
3356/99. Promovido por don Regis Henri
Degryse frente al Auto de un Juzgado de Pri-
mera Instancia de Denia que denegó la nuli-
dad de actuaciones en un juicio de desahucio
por falta de pago.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
sin indefensión: Emplazamiento edictal en
pleito civil sin haberlo llevado a cabo en el
domicilio en el extranjero (Andorra) que cons-
taba en autos.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3356/99, promovido
por don Regis Henri Degryse, representado por el Pro-
curador de los Tribunales don José Granados Weil y
bajo la dirección del Letrado don Joaquín Galant Ruiz,
contra el Auto de 16 de julio de 1999 del Juzgado de
Primera Instancia núm. 4 de Denia que desestimó el
incidente de nulidad de actuaciones planteado en los
autos del juicio de desahucio 328/97. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal y ha sido parte doña Paule Dechau-
mont, representada por la Procuradora doña María Isabel
Díaz Solano y bajo la dirección del Letrado don Agustín
Pineda Fluixa. Ha sido Ponente la Magistrada doña Elisa
Pérez Vera, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 27 de
julio de 1999, se interpuso el recurso de amparo que
se deja mencionado en el encabezamiento y que se fun-
damenta en los siguientes hechos:

a) Con fecha de 13 de octubre de 1997, doña Paule
Dechaumont, en su condición de propietaria y arren-
dadora de un chalé sito en Calpe, Cala del Mallorquí,
La Calalga, núm. 31-C, formuló demanda de juicio de
desahucio por falta de pago contra don Regis Henri
Degryse, en su condición de arrendatario de dicha finca,
señalando como domicilio del demandado el propio
inmueble objeto del pleito.
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b) Por providencia de 23 de octubre de 1997 el
Juzgado de Primera Instancia núm. 4 de Denia (autos
328/97), admitió a trámite la demanda y acordó citar
al demandado en el domicilio señalado en la demanda
mediante exhorto dirigido al Juzgado de Paz de Calpe.

c) En cumplimiento de dicho exhorto, el Secretario
del Juzgado de Paz de Calpe intentó la citación del
demandado con resultado negativo, lo que se reflejó
en la siguiente diligencia: «En Calpe a veinticuatro de
noviembre de mil novecientos noventa y siete, la extien-
do yo el Secretario, para hacer constar, que constituido
en la Urbanización La Callalga de esta localidad, no pue-
do llevar a efecto la diligencia interesada al no vivir dicho
demandado en el domicilio expresado y en prueba de
ello se extiende la presente diligencia de lo que doy
fe».

d) A la vista del resultado de la anterior diligencia,
el Juzgado dio traslado de la misma a la parte actora
para que manifestase lo que a su derecho conviniera,
interesando la demandante la citación en estrados al
desconocer el paradero o nuevo domicilio del deman-
dado.

El Juzgado, por providencia de 29 de diciembre de
1997 acordó la citación del demandado por edicto, que
se publicó en el «Boletín Oficial de la Provincia de Ali-
cante» del 11 de marzo de 1998.

e) Celebrado el juicio el 6 de mayo de 1998, sin
la comparecencia del demandado, el Juzgado dictó Sen-
tencia el 17 de junio de 1998 en la que se estimó la
demanda y se condenó al demandado al oportuno
desalojo.

f) La actora interesó la notificación de la Sentencia
personalmente al demandado, lo que el Juzgado denegó
por providencia de 6 de julio de 1998, al encontrarse
en paradero desconocido en tanto se designase un nuevo
domicilio.

La actora solicitó entonces la notificación en estrados
conforme al art. 1581 LEC y por providencia de 29 de
julio de 1998 se acordó notificar la Sentencia en los
estrados del Juzgado.

g) Firme la Sentencia, la actora solicitó la ejecución
y el Juzgado, por providencia de 18 de febrero de 1999,
acordó requerir al demandado a fin de que en el plazo
de ocho días desalojase la finca.

h) Notificada la anterior providencia al demandado
el 30 de junio de 1999, el 2 de julio de 1999 compareció
en el Juzgado manifestando que tiene su domicilio habi-
tual en Andorra y confiere apoderamiento apud acta a
un Procurador y a un Letrado, y con fecha de 3 de julio
de 1999 interpone recurso de reposición alegando, en
síntesis, la infracción de las normas que regulan los actos
de comunicación procesal, por falta de notificación per-
sonal de la citación para el juicio y de la Sentencia,
y la inexistencia de la causa de desahucio al estar al
corriente en el pago del alquiler, solicitando la suspensión
del lanzamiento y «la nulidad de lo actuado desde la
notificación [sic] de la demanda».

i) El Juzgado, por providencia de 6 de julio de 1999
tuvo por formulado incidente de nulidad de actuaciones,
de conformidad con lo dispuesto en el art. 240.3 y 4
LOPJ, y acordó la suspensión de la ejecución y el traslado
del escrito a la actora para alegaciones. Presentadas
dichas alegaciones, el Juzgado dictó Auto el 16 de julio
de 1999, notificado el 19 de julio de 1999, en el que
desestimó el incidente de nulidad de actuaciones.

Esta decisión se fundó en los siguientes razonamien-
tos jurídicos:

«Segundo.—No procede en este momento realizar
valoraciones sobre el fondo del asunto, sino simplemente
analizar los posibles defectos procesales generadores

de indefensión a la contraparte. El artículo 1573 de la
LEC exige que se intente dos veces la citación para juicio,
y que en su caso y si no fuera habido en su domicilio
se deje la misma al pariente más cercano, familiar o
vecino. Si bien lo anterior está previsto para el caso
de que el demandado viviera efectivamente en el domi-
cilio donde se intenta la citación, porque en caso con-
trario qué sentido tiene dejar a las anteriores personas
la citación para juicio. En el procedimiento que nos ocupa
por el Secretario Judicial del Juzgado de Paz de Calpe
se hizo constar que el demandado no vivía en el domicilio
indicado, no teniendo por qué poner en duda este juz-
gador las manifestaciones de un fedatario público, y en
consecuencia de conformidad con lo previsto en el artí-
culo 1576 de la LEC, al considerar que el demandado
no tenía domicilio conocido ya que de lo obrante en
autos no constaba otro, se procedió a la citación para
juicio no ya solamente en estrados de este Juzgado como
prevé la ley procesal, sino también mediante la publi-
cación de los correspondientes edictos y con las adver-
tencias legales.

Tercero.—En consecuencia, difícilmente puede afir-
marse que se ha causado indefensión formal al deman-
dado en la práctica de las citaciones y notificaciones
correspondientes, ya que se han cumplido escrupulo-
samente las prescripciones legales establecidas al res-
pecto por la ley procesal civil. Asimismo, y en aplicación
del principio del vencimiento procede condenar por las
costas de este incidente al recurrente.»

2. La demanda denuncia la vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva del art. 24.1 CE que, a juicio
del recurrente, se ha producido porque el Juzgado acudió
a la vía de los edictos sin haber agotado antes los medios
de citación y notificación personal, ya que el Secretario
que intentó la citación para el juicio de desahucio se
limitó a señalar en la diligencia de citación que el deman-
dado no vivía en el domicilio expresado en la demanda
sin expresar las fuentes de las que el funcionario extrae
esa conclusión, y sin que conste que se intentara la
segunda citación con intervalo de seis horas que exige
el art. 1573 LEC, ni se dejase cédula a ninguna de las
personas mencionadas en dicho precepto, todo lo cual
determinó la indefensión del recurrente, que no tuvo
conocimiento de la existencia del juicio de desahucio
en tiempo hábil para ejercer su derecho de defensa y
para enervar la acción de desahucio.

3. Por diligencia de ordenación de 16 de diciembre
de 1999 se acordó requerir al Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 4 de Denia a fin de que remitiera testimonio
de las actuaciones correspondientes al juicio de desa-
hucio 328/97, y recibidas por providencia de 22 de
febrero de 2000, la Sala, de conformidad con lo dis-
puesto en el art. 11.2 LOTC, acordó admitir a trámite
el recurso y, conforme al art. 51 LOTC, dirigir comu-
nicación al referido Juzgado a fin de que emplazase a
quienes hubieran sido parte en dicho procedimiento, a
excepción del recurrente en amparo, para que pudieran
comparecer en este recurso en el plazo de diez días.

4. Por diligencia de ordenación de 3 de mayo de
2000 se acordó tener por parte a la Procuradora doña
María Isabel Díaz Solano en nombre y representación
de doña Paule Dechaumont y dar vista de las actuaciones
a las partes personadas y al Ministerio Fiscal por plazo
común de veinte días, para que pudieran formular las
alegaciones previstas en el art. 52.1 LOTC.

5. Por escrito registrado el 2 de junio de 2000 la
representación procesal del recurrente interesa el otor-
gamiento del amparo limitándose a dar por ratificado
el escrito de demanda.
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6. La representación procesal de doña Paule
Dechaumont presenta sus alegaciones ante este Tribunal
el 2 de junio de 2000 en las que interesa la deses-
timación del amparo. De acuerdo con tales alegaciones
no existen las infracciones procesales que se alegan por
el recurrente ya que el Secretario del Juzgado de Paz
de Calpe, en su actuación imparcial, señaló en la dili-
gencia que el demandado no vivía en el domicilio en
el que se intentó la citación tras la constatación material
de este hecho. Por ello, la vía edictal utilizada es ade-
cuada ya que se acudió a ella tras verificar que el domi-
cilio del demandado era desconocido. Por otro lado, en
el incidente de nulidad planteado el recurrente debió,
al menos, aportar alguna prueba que justificara que
durante la fecha de notificación de la demanda o pos-
teriormente a ella, el demandado vivía en el domicilio
donde se intentó la citación, y no aportar toda una serie
de documentación que no justifica ni el pago de las
rentas ni que habitaba en el citado domicilio (prueba
que perfectamente hubiera podido aportar con certifi-
cado de convivencia del Ayuntamiento, tarjeta de resi-
dencia, testifical de vecinos, etc.) y haber acreditado que
dicho domicilio era su domicilio permanente y habitual.
No se aporta dicha prueba probablemente porque al tra-
tarse de persona de nacionalidad francesa se encontraba
en su país por largas temporadas, residiendo sólo espo-
rádicamente o temporadas estivales en la casa arren-
dada.

7. Mediante escrito registrado el 14 de junio de
2000 el Fiscal presenta sus alegaciones en las que inte-
resa el otorgamiento del amparo. Tras exponer los ante-
cedentes del caso y con reproducción de la doctrina
de la STC 65/2000 entiende que el recurrente, como
demandado en el proceso civil, no fue hallado en el domi-
cilio facilitado por el actor en su demanda según obra
en la diligencia del Secretario del Juzgado de Paz de
Calpe. De la lectura de la diligencia, se revela que úni-
camente se expresa, de modo escueto, que el deman-
dado no vive en el domicilio expresado sin más espe-
cificaciones, en cuanto a la razón del conocimiento de
este hecho. Parece que otros datos debían haber sido
señalados tales como hallarse la puerta cerrada, señales
de abandono, sucesivos llamamientos, hora de locali-
zación, data de cuentas de vecinos, etc. En cualquier
caso, si el Sr. Secretario del Juzgado llega a la conclusión,
como dice, de que el demandado no vive en el domicilio
señalado, con más razón que en los supuestos de que
no sea hallado en el mismo, debería haber especificado
cuáles son los actos realizados o las consultas evacuadas
para llegar a tal aserto. Lo anterior es básico para aplicar
al caso los conceptos de «domicilio desconocido o igno-
rado paradero», que habilita el art. 269 LEC para la cita-
ción edictal, a la que no se puede llegar tras una insu-
ficiente comprobación sobre el domicilio citado y sin
haber dado cumplimiento a las previsiones de los arts.
263 y ss y las específicas del art. 1573 LEC. De lo anterior
se revela que la respuesta judicial a la petición de nulidad
de actuaciones en el Auto de 16 de julio de 1999 for-
malmente recurrido en amparo, ha de estimarse insu-
ficiente al haber permanecido fuera del análisis del
supuesto, quedándose en la formalidad de la diligencia
del Secretario del Juzgado de Paz de Calpe y llegar a
la deducción de que nada se puede hacer si el deman-
dado no vive allí «como se desprende de la diligencia
y de la fe pública del Secretario». Con ello se olvida
la dimensión constitucional del acto de comunicación
desde la perspectiva y óptica del art. 24.1 CE.

Son imaginables asimismo, aparte de las menciona-
das, otras cautelas para impedir un juicio en rebeldía,
como es el requerimiento al actor para que facilite otros

posibles domicilios del demandado. También podía
haberse intentado la notificación personal de la Senten-
cia como interesó la actora al folio 48, denegándose
por el Juzgado en el folio 49. En fin, leídas las actuaciones
procesales, no se observa ningún dato que acredite feha-
cientemente el conocimiento del proceso por el aquí
recurrente en momento anterior al que él dice. Este dato
no puede, lógicamente, presumirse, en contra del dere-
cho del recurrente a estar presente en el proceso. En
suma, el acto deficiente del poder público-autoridad judi-
cial provocó la indefensión del aquí recurrente, que por
ello se vio imposibilitado de comparecer en el proceso
y de ejercitar los actos conducentes a la defensa de
sus derechos. Por tal razón se impone el otorgamiento
del amparo, con retroacción de actuaciones al momento
del emplazamiento y con la anulación de los actos pro-
cesales producidos en el intermedio.

8. Por providencia de 21 de noviembre de 2002
se fijó para la deliberación y fallo de la presente Sentencia
el día 25 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Aunque el recurso se dirige formalmente contra
el Auto que desestimó el incidente de nulidad de actua-
ciones formulado por el recurrente, los términos en que
viene planteada la queja y el suplico de la propia deman-
da, en el que se pide que se declare la nulidad del juicio
de desahucio desde el momento de la citación para com-
parecer a juicio, ponen de manifiesto que la cuestión
planteada en el presente proceso de amparo se concreta
en determinar si se vulneró o no el derecho del deman-
dante de amparo a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión a causa de haber sido citado para el juicio de
desahucio en el que fue demandado y habérsele noti-
ficado la Sentencia recaída en el procedimiento por edic-
tos sin antes haber agotado los medios de comunicación
procesal personal, lo que le impidió conocer la existencia
del proceso civil en tiempo hábil para ejercer su derecho
de defensa y poder enervar la acción de desahucio.

2. Este Tribunal ha declarado reiteradamente que
el derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión,
que se reconoce en el art. 24.1 CE, garantiza el derecho
a acceder al proceso y a los recursos legalmente esta-
blecidos en condiciones de poder ser oído y ejercer la
defensa de los derechos e intereses legítimos en un pro-
cedimiento en el que se respeten los principios de bila-
teralidad, contradicción e igualdad de armas procesales,
lo que, sin duda, impone a los órganos judiciales un
especial deber de diligencia en la realización de los actos
de comunicación procesal que asegure, en la medida
de lo posible, su recepción por los destinatarios, dándoles
así la oportunidad de defensa y de evitar la indefensión
(SSTC 167/1992, de 26 de octubre; 103/1993, de 22
de marzo; 316/1993, de 25 de octubre; 317/1993,
de 25 de octubre; 334/1993, de 15 de noviembre;
108/1994, de 11 de abril; 186/1997, de 10 de noviem-
bre; 153/2001, de 2 de julio; 158/2001, de 2 de julio).

Para lograr esta plena efectividad del derecho de
defensa, hemos afirmado también que el art. 24.1 CE
contiene un mandato implícito de evitar la indefensión,
propiciando la posibilidad de un juicio contradictorio en
el que las partes puedan hacer valer sus derechos e
intereses legítimos, lo que obliga a los órganos judiciales
a procurar el emplazamiento o citación personal de los
demandados, siempre que sea factible, asegurando de
este modo que puedan comparecer en el proceso y
defender sus posiciones frente a la parte demandante
(SSTC 9/1981, de 31 de marzo, 37/1984, de 14 de
marzo), por lo que el recurso a los edictos, al constituir
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un remedio último para los actos de comunicación pro-
cesal, de carácter supletorio y excepcional, requiere el
agotamiento previo de los medios de comunicación ordi-
narios, que ofrecen mayores garantías y seguridad de
recepción para el destinatario, y la convicción, obtenida
con criterios de razonabilidad, del órgano judicial que
ordene su utilización de que, al ser desconocido el domi-
cilio o ignorado el paradero del interesado, resultan invia-
bles o inútiles los otros medios de comunicación procesal
(SSTC 156/1985, de 15 de noviembre; 36/1987, de
25 de marzo; 157/1987, de 15 de octubre; 171/1987,
de 3 de noviembre; 141/1989, de 20 de julio;
242/1991, de 16 de diciembre; 108/1991, de 13 de
mayo; 143/1998, de 30 de junio; 12/2000, de 17 de
enero; 158/2001).

Así, hemos declarado que cuando del examen de los
autos o de la documentación aportada por las partes
se deduzca la existencia de un domicilio o de cualquier
otro dato que haga factible practicar de forma personal
los actos de comunicación procesal con el demandado
debe intentarse esta forma de notificación antes de acu-
dir a la notificación por edictos, con el fin de asegurar
que quien es parte en un proceso judicial o pueda resultar
afectado por las resoluciones que en él se dicten llegue
a tener conocimiento efectivo de la existencia del pro-
cedimiento y, de este modo, tenga la oportunidad de
ejercer adecuadamente el derecho de defensa que le
garantiza el art. 24.1 CE. En tal sentido, este Tribunal
ha otorgado el amparo en aquellos casos en que se
acudió a los edictos pese a que en las actuaciones apa-
recía un teléfono en el que la demandada pudo ser loca-
lizada (STC 65/2000, de 13 de marzo), o cuando no
se intentó previamente la notificación personal en el
domicilio que señaló el vecino con el que se practicó
el acto de comunicación que resultó negativo (STC
232/2000, de 2 de octubre), o en aquel otro domicilio
del demandado que constaba en autos (SSTC 81/1996,
de 20 de mayo; 82/1996, de 20 de mayo; 29/1997,
de 24 de febrero; 254/2000, de 30 de octubre;
268/2000, de 13 de noviembre, entre otras).

3. En el presente caso, el examen de las actuaciones
pone de manifiesto que el Juzgado acordó la citación
para el juicio de desahucio del ahora recurrente en el
domicilio señalado en la demanda por la parte actora,
que era el de la propia casa arrendada objeto del pleito,
y en cumplimiento de este proveído el Secretario del
Juzgado de Paz de Calpe se trasladó a dicho domicilio
el 24 de noviembre de 1997 no pudiendo practicar la
citación acordada, según se dice textualmente en la dili-
gencia levantada al efecto por el mencionado funcio-
nario, «al no vivir dicho demandado en el domicilio
expresado».

A la vista del resultado de la anterior diligencia, el
Juzgado, tras oír a la parte actora que interesó la citación
en estrados por desconocer el paradero o nuevo domi-
cilio del demandado, acordó la citación por edictos y,
celebrado el juicio sin la comparecencia del demandado,
dictó Sentencia estimando la demanda que fue notifi-
cada en estrados al denegar el Juzgado la solicitud de
notificación personal formulada por la actora al consi-
derar que el demandado se encontraba en paradero des-
conocido en tanto no se designase otro domicilio.

4. El relato de hechos que se deja expuesto pone
de manifiesto que el Juzgado acudió a la citación por
edictos apoyándose en la diligencia negativa levantada
al efecto por el Secretario del Juzgado de Paz de Calpe
en la que se expresaba que la citación no podía prac-
ticarse «al no vivir dicho demandado en el domicilio
expresado», tras oír a la parte actora que manifestó des-
conocer otro domicilio o paradero del demandado. Sin
embargo, el examen de los autos revela que con la

demanda se aportó (documento 2), el contrato de arren-
damiento de la finca objeto del desahucio en el que
se señalaba como domicilio del arrendatario el de «casa
bolsona 6.4.I, av. Princep Benlloch Principauté d’An-
dorre».

Esta circunstancia evidencia que el Juzgado no cum-
plió el deber especial de diligencia que le incumbía en
la realización de los actos de comunicación procesal al
ordenar la citación edictal sin antes haber agotado todos
los medios de notificación personal. En efecto, antes
de recurrir a los edictos el Juzgado debió intentar la
citación del demandado en el referido domicilio, loca-
lizado en el Principado de Andorra; como se corrobora
en el apoderamiento apud acta que el recurrente efectuó
en la posterior comparecencia del 2 de julio de 1999,
éste manifestó tener su domicilio habitual en Andorra,
donde, en consecuencia, pudo ser hallado a los efectos
de ser citado para el juicio.

En segundo término, con independencia de la falta
de citación del demandado en el domicilio que constaba
en los autos antes de acudir a la vía edictal, y que por
sí sola bastaría para otorgar el amparo, tampoco los
términos en que estaba redactada la diligencia negativa
de citación, que hemos dejado transcrita en los ante-
cedentes de esta Sentencia, autorizaban para acudir, sin
más, a la vía edictal. Aunque la fe pública con la que
están investidos los actos del Secretario Judicial (art.
281.1 LOPJ), obliga a dar credibilidad a sus manifes-
taciones en tanto no sea declarada judicialmente su fal-
sedad (STC 155/1989, de 5 de octubre, FJ 3), el con-
tenido de la diligencia no expresa ni el nombre de la
persona a la que se intentaba citar, ni ofrece los datos
o referencias mínimas que permitan conocer las razones
o las fuentes en que el fedatario se basó para concluir
que el demandado no vivía en el domicilio donde se
le intentó citar, si tal información se obtuvo por mani-
festación de los vecinos, se dedujo del estado de aban-
dono de la finca, etc. Con ello, se impedía conocer si
el acto de comunicación se realizó con todos los requi-
sitos y garantías que son exigibles para asegurar su
recepción por el destinatario, pues cuando el demandado
no es hallado debe acudirse a la notificación por cédula
entregada a una de las personas que se mencionaban
en el art. 268 LEC derogada, y que en la actualidad
se refieren en el vigente art. 161.3 LEC (Ley 1/2000),
al ser un presupuesto de la notificación edictal que se
ignore el paradero del demandado o no haya podido
ser citado, emplazado o notificado personalmente o a
través de un tercero (arts. 266, 268 y 269 LEC de 1881
y art. 164 LEC vigente).

En suma, el Juzgado acordó la citación edictal cuando
de las actuaciones resultaba un domicilio donde el
demandado podía ser hallado y, además, acudió a la
vía de los edictos con apoyo en una diligencia negativa
de citación extendida por el Secretario del Juzgado de
Paz de Calpe que no ofrecía los elementos de juicio
suficientes para poder obtener, con el mínimo de razo-
nabilidad exigible, la convicción de que concurría el pre-
supuesto necesario que autorizaba la vía edictal. Todo
ello, unido al hecho de que el Juzgado, sin mayores
averiguaciones, denegó la solicitud de la actora de que
la Sentencia de desahucio fuera notificada personalmen-
te al demandado, notificándose en estrados, son circuns-
tancias que revelan que el Juzgado no cumplió adecua-
damente el especial deber de diligencia que incumbe
a los órganos judiciales a la hora de realizar los actos
de comunicación procesal; actos que deben asegurar,
en la medida de lo posible, que el demandado conozca
la existencia del proceso, de modo que pueda ejercer
adecuadamente su derecho de defensa frente a las posi-
ciones de la parte demandante, excluyendo la indefen-
sión proscrita en el art. 24.1 CE; en consecuencia, se



10 Viernes 20 diciembre 2002 BOE núm. 304. Suplemento

ha de otorgar el amparo solicitado declarando la nulidad
de las actuaciones del juicio de desahucio, reponiéndolas
al momento inmediatamente posterior al de dictarse la
providencia que admitió a trámite la demanda, así como
el posterior Auto que desestimó el incidente de nulidad
de actuaciones.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Regis Henri
Degryse y, en su virtud:

1.o Declarar que ha sido vulnerado el derecho del
recurrente a la tutela judicial efectiva.

2.o Restablecerle en el derecho fundamental vulne-
rado y, a tal fin, declarar la nulidad de actuaciones en
el referido procedimiento, reponiéndolas al momento
inmediatamente posterior al de la providencia de 23 de
octubre de 1997, que admitió a trámite la demanda,
así como la nulidad del Auto de 16 de julio de 1999,
que desestimó el incidente de nulidad de actuaciones.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veinticinco de noviembre de dos
mil dos.—Tomás S. Vives Antón.—Pablo Cachón
Villar.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montal-
vo.—Firmado y rubricado.

24803 Sala Segunda. Sentencia 217/2002, de 25
de noviembre de 2002. Recurso de amparo
3473/99. Promovido por don Aomar Abdel-
kader Rahal respecto de resoluciones de la
Audiencia Provincial de Málaga que declara-
ron mal admitida, por un Juzgado de Marbella,
su apelación en un juicio de desahucio por
falta de pago.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (acceso al recurso legal): inadmisión
de recurso de apelación civil por consignar
las rentas fuera de plazo que es irrazonable,
pues ignora la posibilidad de subsanación
permitida por un precepto legal reformado
en 1994.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3473/99, promovido
por don Aomar Abdelkader Rahal, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Pilar Moliné López
y asistido por el Abogado don Jaime Sanjuán Albacete,
contra Auto de la Sección Quinta de la Audiencia Pro-

vincial de Málaga de 31 de mayo de 1999 (rollo de
apelación civil núm. 356/99), que declara mal admitido
en la instancia el recurso de apelación interpuesto por
el demandante de amparo contra la Sentencia de 1 de
febrero de 1999 dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 4 de Marbella en autos de juicio de desa-
hucio por falta de pago núm. 268/1998, y contra pro-
videncia de 19 de julio de 1999 de la misma Sección
de la referida Audiencia, que inadmite el recurso de súpli-
ca formulado contra el citado Auto. Han intervenido el
Ministerio Fiscal y quien fuera actora en el proceso civil
precedente, doña María del Carmen Martín Sánchez,
representada por el Procurador don Isacio Calleja García
y asistida por la Letrada doña Catalina Lafuente. Ha sido
Ponente el Magistrado don Pablo Cachón Villar, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
31 de julio de 1999 don Aomar Abdelkader Rahal, repre-
sentado por la Procuradora de los Tribunales doña Rosa
Núñez Arana, interpuso recurso de amparo contra el Auto
y la providencia, ambos de la Sección Quinta de la
Audiencia Provincial de Málaga, de los que se hace méri-
to en el encabezamiento, por infracción del derecho fun-
damental a la tutela judicial efectiva sin indefensión con-
templado en el artículo 24.1 de la Constitución española,
al impedirle las resoluciones impugnadas el acceso a
los recursos legalmente establecidos.

2. Los hechos que originan la demanda de amparo
relevantes para la solución del caso son, en síntesis,
según se exponen en aquélla, los que a continuación
se relacionan.

a) El 7 de septiembre de 1998 doña María del Car-
men Martín Sánchez interpuso demanda de juicio de
desahucio por falta de pago de rentas de un contrato
de arrendamiento contra el ahora demandante de ampa-
ro. El citado procedimiento terminó mediante Sentencia
de 1 de febrero de 1999 dictada por el Juzgado de
Primera Instancia núm. 4 de Marbella, en el procedi-
miento núm. 268/98, por la que, accediendo a lo soli-
citado en la demanda, se declaraba resuelto el contrato
de arrendamiento que ligaba a las partes, con el lan-
zamiento del demandado.

b) Contra la citada Sentencia, notificada el día 3
de febrero de 1999, se interpuso por la representación
del ahora demandante de amparo recurso de apelación
en fecha 6 del mismo mes y año, dentro del plazo que
al efecto señala la ley procesal civil. El 19 de febrero
de 1999 el ahora recurrente solicita la suspensión del
proceso civil por haber interpuesto una querella contra
la arrendadora por presunta estafa, petición que deniega
el Juzgado mediante providencia de 12 de marzo siguien-
te, en la que además se concede a aquél un plazo de
cinco días para acreditar el pago o consignar el importe
de las rentas vencidas y no satisfechas de conformidad
con los arts. 1566 y 1567 de la anterior Ley de enjui-
ciamiento civil (LEC 1881).

El 15 de marzo de 1999 se notifica al recurrente
la anterior resolución y el 20 de marzo de 1999 —dentro
del plazo de los cinco días del requerimiento— el recurren-
te consigna notarialmente la suma adeudada y lo comu-
nica al Juzgado mediante escrito presentado ese mismo
día (sábado) ante el Juzgado de guardia de Marbella.

El 24 de marzo siguiente el Juzgado admite el recurso
de apelación y emplaza a las partes ante la Audiencia.
Por su parte, el recurso de reposición interpuesto por
el demandado contra la denegación de la suspensión
del procedimiento fue desestimado mediante Auto de


